
29629 ORDEN de 6 de octubre de 1982 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de La Coruña en el recurso 
número 753 del año 1981, interpuesto por doña Joa­
quina Sánchez Alonso.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 753 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de .o Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
La Coruña por doña Joaquina Sánchez Alonso, contra la Admi- 
 nistración Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectua­
da a la interesada por el Habilitado, por no haber sido practi­
cada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 
29 de diciembre, al no haberle, sido aplicada la cuantía que a la 
proporcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar Diplomado de 
la Administración de Justicia, y ante el silencio administrativo 
aplicado a la reclamación de la referida Auxiliar, se ha dictado 
sentencia por la mencionada Sala, con fecha 10 de julio de 1982, 
cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por doña Joaquina Sán­
chez Alonso, contra la denegación tácita por silencio adminis­
trativo por parte del Ministerio de Justicia a la petición de la 
parte recurrente sobre actualización de trienios, y declaramos 
la nulidad del acto administrativo impugnado por no ser con­
forme al ordenamiento jurídico y que el recurrente tiene dere­
cho en el régimen retributivo vigente en los años mil novecientos 
setenta y ocho y mil novecientos setenta y nueve, como Auxiliar 
de la Administración de Justicia Diplomado, a que la cuantía 
de la totalidad de los trienios servidos en dicho Cuerpo sea de­
terminada en función del índice de proporcionalidad «seis», con­
denando a la Administración demandada al abono en favor del 
recurrente de las diferencias de haberes dejados de percibir 
durante los años mil novecientos setenta y ocho y mil novecien­
tos setenta y nueve, es decir, las diferencias que resulten 
de aplicar el índice de proporcionalidad "seis” en la determi­
nación de la cuantía de los trienios, como legalmente era pro­
cedente, y lo abonado indebidamente con base en el índice de 
proporcionalidad "cuatro” de acuerdó con los trienios que tuvie­
se cumplidos en aquella fecha; sin costas.

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente adminis­
trativo al Centro de su procedencia, juntamente con certificación 
y comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Firmada y ru­
bricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nisírativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 6 de octubre de 1982.

CABANILLAS GALLAS

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración
de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

29630 ORDEN 111/01700/1982, de 16 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de 
marzo de 1982 en el recurso contencioso-administra­ 
tivo interpuesto por don Antonio Artalejo Campos, 
General de División, Diplomado de Estado Mayor.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una. como demandante, don Antonio 
Artalejo Campos, General de División, quien postula por sí mis­ 
mo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, re­ 
presentada y defendida por el Abogado del Estado, contra el si­ 
lencio administrativo del excelentísimo señor Ministro de De­ 
fensa, se ha dictado sentencia con fecha 9 de marzo de 1982 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos la causa de inadmisibilidad invo­ 
cada por el señor Abogado del Estado, por no haberse agotado 
previamente la vía administrativa, sin entrar a resolver sobre 
la cuestión de fondo planteada en el recurso, y sin hacer expresa 
imposición de costas en el mismo.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción ConjBncios o-Administrativa de 27 
de diciembre de 1059, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 16 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe dél Estado Mayor del Ejer­
cito (JEME).

29631 ORDEN 111/01715/982, de 23 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Territorial de Madrid, dictada con 
fecha 17 de mayo de 1982, en el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don José María 
Fernández Menéndez, C. M. U.

Excmos.. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Segunda de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, en­
tre partes, de una, como demandante, don José María Fernán­
dez Menéndez, C. M. U., quien postula por sí mismo, y de jtra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos de la 
Dirección General de Mutilados de 17 de agosto de 1978 y del 
Ministerio de Defensa de 7 de marzo de 1979, se ha dictado 
sentencia, con fecha 17 de mayo de 1982, cuya parte dispositiva 
ss como sigue:

«Fallamos: Que, estimando en parte este recurso, debemos 
de anular, como anulamos, los acuerdos c; la Dirección Ge­
neral de Mutilados de diecisiete de agosto de mil novecientos 
setenta y ocho y el de la Subsecretaría del Ministerio de De­
fensa de siete de marzo de mil novecientos setenta y nueve, 
que, en alzada, confirma el anterior, actos que dejamos sin 
efecto por no conformarse al ordenamiento jurídico, y, en su 
lugar, concedemos a don José María Fernández Menéndez los 
beneficios económicos que le correspondan por sus mutilaciones 
que en el momento alcanzan los sesenta y siete puntos, ab­
solviendo a la Administración de la pretensión de ingreso en 
el Cuerpo de Mutilados de Guerra por la Patria; sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 23 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi­
chavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29632 ORDEN 111/10144/1982, de 28 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de 
mayo de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Arturo Beltrán Núñez, 
Capitán Auditor del Ejército.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Arturo 
Beltrán Núñez, Capitán Auditor del Ejército, quien postula por 
sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pú­
blica, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra Resoluciones del Ministerio de Defensa de 10 de julio 
de 1979 y 24 de enero de 1980, se ha dictado sentencia, con 
fecha 4 de mayo de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos la causa de inadmisibilidad 
invocada por el representante de la Administración y, estimando 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Arturo 
Boltrán Núñez contra Resoluciones del Ministerio de Defensa 
de diez de julio de mil novecientos setenta y nueve y veinti­
cuatro de enero de mil novecientos ochenta, las dejamos sin 
efecto por contrarias al ordenamiento jurídico, declarando el 
derecho que asiste al recurrente a perfeccionar al segundo trie­
nio de proporcionalidad diez, con antigüedad de diecinueve de 
marzo y efectos económicos de uno de abril de mil novecientos
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setenta y nueve, condenando a la Administración a estar y pasar 
por tal declaración, sin expresa imposición de costas.

Así por ésta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 26 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

MINISTERIO DE HACIENDA

29633 ORDEN de 16 de septiembre de 1982 por la que 
se acepta la renuncia de los beneficios fiscales 
concedidos a la Empresa «Hidro-Nitro Española, 
Sociedad Anónima» (expediente VC-28), al amparo 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre.

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Industria y Ener­
gía de fecha 6 de julio de 1982 por la que se acepta la renuncia 
formulada por la Empresa «Hidro-Nitro Española. S. A.», (expe 
diente VC-28), a los beneficios que le fueron concedidos, pre­
vistos en la Orden de ese Ministerio de Industria y Energía 
de 13 de octubre de 1978 rara la instalación de una industria 
de fabricación de idiansulfex en Monzón del Río Cinca (Huesca), 
(expediente VC-28), ñor haber renunciado dicha Empresa a ios 
citados beneficios,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de 
Tributos, oorforme a lo establecido en el artículo 98 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo y 18 del Decreto 2853/1964. 
de 8 de septiembre, ha dispuesto aceptar la renuncia de. los 
beneficios tributarios que le fueron concedidos a la Empresa 
«Hidro-Nitro Española, S. A.», (expediente VC-28) por Orden 
de este Departamento de 10 de noviembre de 1978, publicada 
en el «Boletín Oficial del Estado» de 6 de febrero de 1979.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios gurade a V. I. muchos años
Madrid, 16 de septiembre de 1982.—P D:, el Subsecretario de 

Hacienda, Luis Ducasse Gutiérrez.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

29634 ORDEN de 16 de septiembre de 1982 por la que 
se conceden a la Cooperativa Quesera y Agrícola 
de la Mancha (COQUEYA) los beneficios fiscales 
que establece la Ley 152/1963 de 2 de diciembre, 
sobre industrias de interés preferente.

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación de 9 de junio de 1982, por la que se declara 
comprendida en zona de preferente localización industrial agra­ 
ria, definida en la Orden ministerial de agricultura de 30 de 
juilo de 1981, el Decreto 2392/1972, de 18 de agosto y según 
la normativa del Decreto 2853/1964, de 8 de septiembre, a la 
Cooperativa Quesera y Agrícola de la Mancha (COQUEYA). 
para acoger la instalación de 32 tanques refrigerantes de leche 
en varias localidades de la provincia de Albacete,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de 
Tributos, de conformidad con lo establecido en el artículo 8.° 
de la Ley. 152/1963, de 2 de diciembre y artículo 8.° del De­ 
creto 2392/1972, de 18 de agosto ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­ 
rias de cada tributo, a las especificas de' régimen que deriva de 
la Ley 152/1963, de 2 de diciembre y al procedimiento señalado 
por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 1965, se 
otorgan a la Cooperativa Quesera y Agrícola de la Mancha
(COQUEYA) los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por loo de la cuote de Licencia Fiscal
dei Impuesto Industrial durante el periodo de instalación.,

B) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios,
Impuest' de Compensación de Gravámenes Interiores e Im­ 
puesto General sobre el Tráfico de las Empresas que graven la 
importación de bienes de equipo y útil ale de primera instala­ 
ción, cuando no se fabriquen en España Este beneficio se hace 
extensivo a los materiales y productos que, no proeduciéndose 
en España, se importen para su incorporación en primera ins­ 
talación a bienes de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se 
entiende concedido por un período de cino años, a partir de la 
publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco año se entenderá finali­
zado el mismo día que, en su caso, se produzca la integración 
de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas a Impuestos Especiales, de acuerdo con lo previsto 
en la Orden de 4 de marzo de 1976

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiarla dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro en su 
caso, de los impuestos bonificados.

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, de acuerdo con lo previsto en el artículo 126 
de la Ley de Procedimiento Administrativo ante le Ministerio 
de Hacienda en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 16 de septiembre de 1982.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Luis Ducasse Gutiérrez.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

29635 ORDEN de 16 de septiembre de 1982 por la que 
se conceden a la Sociedad Agraria de Transforma­
ción número 17.358 los beneficios fiscales que esta­
blece la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, sobre 
industrias de interés preferente.

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación de 21 de julio de 1982, por la que se declara 
comprendida en zona de preferente localización industrial agra­
ria de la provincia de Castellón del Real Decreto 634/1978, 
de 13 de enero, por cumplir las condiciones y requisitos exigi­
dos a la Sociedad Agraria de Transformación número 17.358, 
para la instalación de una industria cárnica de conservas en 
Almazora (Castellón), incluyéndola en el grupo A) de la Orden 
del Ministerio de Agricultura de 5 de marzo y 6 de abril 
de 1965,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de 
Tributos, de conformidad con lo establecido en el artículo 6.° 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y artículo 8.° del De­
creto 2392/1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamen­
tarias de cada tributo, a las específicas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento 
señalado por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 1965, 
se otorgan a la Sociedad Agraria de Transformación núme­
ro 17.353 los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 d ela cuota de Licencia Fiscal 
del Impuesto Industrial durante ei periodo de instalación.

B) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios, 
Impuesto de Compensación de Gravámenes Interiores e Impues­
to General sobre el Tráfico de las Empresas que graven la 
importación de bienes de equipo y utillaje de primera instala­
ción, cuando no se fabriquen en España. Este beneficio se hace 
extensivo a los materiales y productos que. no produciéndose 
en España, se importen para su incorporación en primera ins­
talación, a bienes de equipo de producción nacional

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se 
entiende concedido por un período de cinco años, a partir de 
la publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finali­
zado el mismo día que. en su caso se produzca la integración 
de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo Se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo provisto 
en la Orden de 4 de marzo de 1976

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los impuestos bonificados

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponer recurso 
de reposición, de acuerdo con lo previsto en el artículo 126 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo ante el Ministerio dé 
Hacienda en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años
Madrid, 16 de septiembre de 1982.—P D. al Subsecretario de 

Hacienda, Luis Ducasse Gutiérrez.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.


